
C onsidero que son endebles los 
eslabones argumentales que 
conectan la propuesta de eli-

minar las exoneraciones fiscales a las 
empresas que realizan aportes a las 
universidades privadas con un ata-
que a la libertad de enseñanza. Entre 
otras cosas, tales argumentos dejan a 
los autores de esa iniciativa amplios 
márgenes de maniobra para dejarla a 
salvo de dichas imputaciones. Entiendo 
que es posible adoptar una estrate-
gia argumental más rendidora. A los 
efectos de elaborar esa argumentación 
alternativa he tratado, por lo pronto, 
de ajustarme a los siguientes criterios: 
en primer lugar, procuro atenerme y 
enfrentarme a la mejor versión posible 
de la argumentación esgrimible para 
eliminar las exoneraciones; en segundo 
lugar, trato de ubicarme en el marco 
de fundamentaciones que dieron lugar 
a las disposiciones tributarias que auto-
rizan esas mismas exoneraciones. 
Con respecto a la acusación de que la 
iniciativa en cuestión adolece de sesgos 
perversos por responder exclusivamen-
te a “razones políticas e ideológicas”, 
creo que se trata de un recurso argu-
mental fácil de rebatir, sobre todo si 
se pretende asociar tales razones con 
supuestas intenciones de impulsar el 
progresivo desmantelamiento de las 
universidades privadas o, al menos, de 
reducir significativamente su capacidad 
de reclutar estudiantes en los sectores 
no aventajados. Y es que, en efecto, 
un argumento basado en la atribu-
ción de intenciones a quienes no las 
asumen explícitamente, tiene flancos 
extremadamente vulnerables: no sólo 
es incapaz de ofrecer demostraciones 
confiables, sino que choca frontal-
mente contra nuestras aspiraciones y 
exigencias irrenunciables de convivir 
en una comunidad en la que cada uno 
reconoce y es reconocido por los de-
más como agente moral que actúa de 
buena fe en la búsqueda de lo verda-
dero y lo justo, que persigue objetivos 
públicamente defendibles y cuyas mo-
tivaciones íntimas son recíprocamente 
inescrutables. 
En ese mismo sentido, reconocer que la 
eliminación de las exoneraciones impo-
sitivas no tendría un impacto significa-
tivo sobre los recursos disponibles para 
los institutos de enseñanza pública, ni 
sobre la calidad de la educación, ni 
sobre los aprendizajes de la población 
eventualmente afectada por esa des-
viación de los recursos, no nos autoriza 
a atribuir resentimientos u hostilidades 
inconfesables a quienes defienden esa 
eliminación por razones que ellos mis-
mos denominan “políticas e ideológi-
cas”. Por el contrario, nuestra condi-
ción de miembros responsables de una 
comunidad de reconocimientos recí-
procos nos convoca a agotar todos los 
esfuerzos para interpretar en su mejor 
versión posible –en forma “caritativa”, 
en el sentido con que Donald David-
son utiliza este término- la índole y la 
pertinencia potencial de las razones 
alegadas. Y en este caso, la interpreta-

ción caritativa las asimilaría a razones 
basadas en principios de justicia o 
deontológicos, por oposición a razo-
nes consecuencialistas o basadas en los 
resultados esperados. Por lo tanto, no 
corresponde apresurarse a descalificar 
a quienes insistan en que sus funda-
mentos para eliminar las exoneraciones 
se basan en cuestiones de principios y 
no de resultados. 
¿Cuál es el terreno apropiado para 
debatir la pertinencia o no de las 
exoneraciones impositivas? A mí me 
parece que conviene remontarse a 
los fundamentos que presidieron 
la iniciativa y al tipo específico de 
autorización que el régimen de 
exoneraciones instaura. Yendo al plano 
estrictamente conceptual, corresponde 
señalar que la cuestión es la de qué 
instancias están autorizadas a disponer 
legítimamente de los recursos recau-
dados por autoridades públicas. Y aquí 
el marco es nada menos que la Carta 
Magna o, al menos, aquellos principios 
que solemos asociar –quizás sin mucho 
fundamento histórico- a las reivindica-
ciones que dieron lugar a ese estatuto. 
En efecto, lo que hace el régimen de 
exoneraciones impositivas es, en el fon-

do, autorizar a ciertos contribuyentes a 
incidir en la asignación de los recursos 
que han sido recaudados mediante 
disposiciones autorizadas por el parla-
mento, como instancia que representa 
al conjunto de los ciudadanos y poten-
ciales contribuyentes. La autorización 
del parlamento para recaudar es lo 
que reivindicaron los propulsores de 
la Carta Magna. Sin ella, obligar a un 
ciudadano a contribuir mediante el uso 
de la coerción constituye un despojo, 
un robo a mano armada. Es la venia 
parlamentaria la que autoriza el uso 
monopólico de la coerción –para fines 
establecidos de antemano por dispo-
siciones legislativas- y la que habilita 
a la instancia recaudadora a extraer 
recursos de los contribuyentes. Como 
contrapartida, la tradición ciudadana 
derivada de esas reivindicaciones fue 
un poco más allá e impuso la venia 
parlamentaria para gastar esos recur-
sos. En principio, pues, en una comuni-
dad democrática, la asignación de los 
recursos fiscales sólo puede ser justi-
ficada si está sometida al control de 
una instancia en la que los ciudadanos 
están representados, de modo que és-
tos pueden incidir en cómo y en qué se 

gastan dichos recursos, así como exigir 
rendiciones de cuentas acerca de cada 
una de las ejecuciones de gastos. 
El régimen de exoneraciones imposi-
tivas se aplica en muchas sociedades 
gobernadas con instituciones demo-
cráticas. En principio, se trata de una 
desviación con respecto a los princi-
pios asociados a la tradición iniciada 
o inspirada en la Carta Magna, ya que 
autoriza a cierto grupo de contribu-
yentes a incidir en la determinación del 
destino de una parte de los recursos 
fiscales que están obligados a volcar. 
Precisamente, como se trata de una 
desviación –en todo caso parcial, por 
cuanto esa autorización está topeada, 
pudiendo aplicarse a una porción muy 
limitada de sus contribuciones fisca-
les- con respecto a un principio básico 
de las comunidades democráticas, es 
preciso argumentar positivamente para 
justificarla. Si lo anterior es correcto, 
no es posible recurrir a una estrate-
gia argumental negativa, por ejemplo, 
acusando a la propuesta de eliminar 
tal régimen de exoneraciones como 
un ataque a la libertad de enseñanza 
y a la autonomía de las universidades. 
Y tampoco corresponde acusar a la 
propuesta de estatista y de monopoli-
zadora. Los defensores de la propuesta 
pueden defenderse señalando que: 
-i) en todas las democracias consolida-
das y maduras hay servicios de ense-
ñanza públicos y privados; 
-ii) los institutos públicos que aseguran 
servicios de enseñanza en tales socie-
dades no están controlados por instan-
cias estatales centrales como ocurre en 
el caso de Cuba y, en el caso de nuestro 
país, están administrados o bien por 
consejos directivos descentralizados 
nombrados con venia parlamentaria, o 
bien, como es el caso de la Universidad, 
por autoridades designadas en instan-
cias colectivas por los distintos órdenes 
–docentes, estudiantes y egresados- 
que componen el demos universitario; 
-iii) la primera diferencia entre los dos 
tipos de instituciones de enseñanza 
no reside en que unas sean privadas y 
otras estatales, si no en que las segun-
das son públicas y están gobernadas 
por instancias sometidas al control de 
los ciudadanos y sobre las cuales los 
ciudadanos pueden incidir de diversas 
maneras; 
-iv) una segunda diferencia es que la 
enseñanza pública es accesible en for-
ma gratuita y, por lo tanto depende 
necesariamente de los recursos fiscales 
recaudados y asignados mediante 
uso de autorizaciones parlamentarias, 
mientras que la privada depende, en-
tre otras fuentes de financiamiento, de 
las contribuciones de los estudiantes o 
de sus familiares. 
A primera vista, pues, el mismo prin-
cipio que garantiza a cualquier ciuda-
dano de una comunidad democrática 
que no estará obligado a contribuir a 
financiar determinadas asociaciones y 
cultos religiosos particulares, parece 
respaldar el criterio de que los recursos 
recaudados por las autoridades públi-

cas sólo pueden ser volcados a aquellos 
servicios gobernados y controlados por 
instancias sobre las cuales todos los 
ciudadanos pueden incidir. 
El régimen de exoneraciones impo-
sitivas permite que el contribuyente 
incida en la determinación del destino 
de los recursos que debe volcar a las 
agencias recaudadoras. No tiene op-
ción de contribuir o no contribuir, pero 
es convocado a elegir entre distintos 
destinos de sus recursos, los que son 
seleccionados previamente por las au-
toridades democráticamente investidas 
como aptas para recibirlos. En el caso 
de nuestro país, se abre un registro 
para que las organizaciones privadas, 
operen o no en el rubro de la ense-
ñanza, presenten sus programas como 
candidatos a beneficiarse como desti-
natarios de los recursos resultantes de 
la aplicación del régimen de exonera-
ciones impositivas. 
En el caso de las universidades priva-
das, las distintas opciones de formación 
profesional son aprobadas y evaluadas 
por instancias públicas, además de lo 
cual dichas instituciones presentan sus 
programas de becas y de investiga-
ción como aspirantes a recibir fondos 
de contribuyentes que se acogen al 
régimen de exoneraciones impositivas. 
A partir de esa aprobación, las univer-
sidades privadas “salen a la cancha”, es 
decir, tratan de reclutar contribuyentes 
interesados en que sus fondos se des-
tinen –en parte, al menos- a financiar 
tales programas de investigación y de 
becas. Y en esa salida, compiten con la 
universidad pública y con otras agen-
cias estatales como posibles destinata-
rios de dichos recursos. 
Y aquí viene la parte más interesante y 
a mi juicio decisiva de la argumentación 

positiva. Esa salida a la cancha y esa 
competencia opera como un sistema 
muy rendidor de incentivos para que se 
esmeren y brinden su mejor contribu-
ción tanto los contribuyentes como los 
beneficiarios. Los contribuyentes son 
convocados y estimulados a involucrarse 
e incidir en la formación profesional y 
en la evaluación de los distintos pro-
gramas, algo que es moneda corriente 
en USA y en Alemania, pero no aquí. 
Las universidades y las agencias estata-
les son estimuladas a esforzarse para 
convencer a los contribuyentes de la ca-
lidad y los rendimientos de sus activida-
des y de sus programas de investigación 
y formación profesional.
La argumentación “positiva” que aca-
bamos de desarrollar, no sólo es más 
rendidora que aquellas que insisten en 
atribuir connotaciones monopólicas 
y liberticidas a la iniciativa, sino que 
además coincide en grandes líneas con 
las ideas que inspiraron el régimen vi-
gente de exoneraciones a partir de las 
reformas tributarias impulsadas por el 
Frente Amplio y sancionadas durante 
su primer período de gobierno (2005-
2010). Y en este punto corresponde 
introducir algunas precisiones muy 
esclarecedoras acerca de la elaboración 
de la iniciativa en cuestión –me refiero 
a la eliminación de las universidades 
privadas del listado de instituciones be-
neficiarias del régimen de exoneracio-
nes impositivas- y de su procesamiento 
en el seno de la bancada legislativa del 
Frente Amplio. La fracción parlamenta-
ria que propuso la iniciativa, presentó 
la misma como una modificación de 

“los artículos 78 y 79 del Texto Ordena-
do de 1996”. Se trata de una formu-
lación falaz y engañosa, en la medida 
en que pretende figurar como una 
medida correctiva de disposiciones le-
gislativas sancionadas cuando el Frente 
Amplio no disponía de las mayorías 
parlamentarias que tuvo a partir del 
año 2005. De esa manera se oculta que 
el régimen que se pretende modificar 
fue retomado y reglamentado muy cui-
dadosamente en ocasión de la reforma 
tributaria elaborada y votada por el 
Frente Amplio en el año 2007. En tér-
minos más específicos, el articulado de 
las disposiciones referidas a este punto 
fue fruto de un acuerdo interno dentro 
de la bancada del Frente Amplio, en el 
que participaron los senadores Rafael 
Michelini y Lucía Topolansky. La argu-
mentación que hemos desarrollado se 
basa en declaraciones formuladas por 
el propio senador Michelini. 
Más allá de su superior consistencia 
argumental, la estrategia alternati-
va que hemos esbozado ofrece algu-
nas ventajas notorias desde el punto 
de vista pragmático en la medida en 
que contribuye a cultivar las mejores 
disposiciones de los partidos políticos 
uruguayos en tanto miembros de una 
comunidad democrática comprometi-
da con la búsqueda compartida de la 
verdad. (En este punto, me limito a re-
tomar una sugerencia muy acertada de 
José Rilla, recogida en una conversación 

informal). En cambio, la atribución de 
propósitos liberticidas a la iniciativa de 
eliminar las exoneraciones impositivas 
termina respaldando inadvertidamente 
a aquella maniobra de tergiversación 
por medio de la cual algunas fracciones 
del Frente Amplio pretenden arrastrar 
forzadamente a las restantes a una 
confrontación tan exacerbada como ar-
tificiosa con los partidos de la oposición. 
En efecto, como acabamos de seña-
lar fueron los legisladores del Frente 
Amplio en su conjunto los que en el 
año 2007 acordaron incluir dentro de 
una reforma tributaria muy ambiciosa 
y sistemática aquellas disposiciones que 
reglamentan con precisión los procedi-
mientos y controles a los que deben so-
meterse las universidades privadas para 
poder beneficiarse como destinatarias 
del régimen de exoneraciones. Dichas 
disposiciones contaban con el respal-
do de los partidos de la oposición, por 
lo que, originariamente al menos, no 
había discrepancia entre las posiciones 

sostenidas por el Frente Amplio y las 
aceptadas por el resto de los partidos. 
Las fracciones parlamentarias del Frente 
que impulsaron la exclusión de las uni-
versidades privadas y que forzaron a las 
restantes fracciones, contrariando sus 
convicciones, a votar dicha exclusión, in-
tentaron demoler la base de acuerdos y 
colaboraciones interpartidarias que an-
tes se habían establecido en ese punto 
de la agenda. Para enfrentar esa inicia-
tiva los partidos de la oposición dispo-
nían de dos estrategias. En un extremo, 
podían caer en la trampa tendida por 
las fracciones confrontativas y hacerles 
el juego, reforzando así la brecha entre 
las bancadas del Frente Amplio y las 
de la oposición. En el extremo opues-
to, podrían haber intentado dejar en 
evidencia la jugada tramposa y tornarla 
más onerosa para los que la perpetra-
ban: bastaba con resistirse al desafío 
confrontativo y, en cambio, aferrarse y 
reforzar la base originaria de acuerdos 
interpartidarios. 

ARGUMENTOS PARA LAS EXO NERACIONES IMPOSITIVAS
UNIVERSIDADES PRIVADAS

EDUCACIÓN >> Carlos Pareja

N˚ 535  |  jueves 22 de setiembre de 2016 11jueves 22 de setiembre de 2016  |  N˚ 53510


